
1/4

Expediente Nº: E/01900/2016

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

Examinado  el  escrito  presentado  por  A.A.A. relativo  a  la  ejecución  del 
requerimiento de la resolución de referencia R/00795/2016 dictada por la Directora de la 
Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  en  el  procedimiento  de  apercibimiento 
A/00033/2016, seguido en su contra, y en virtud de los siguientes

  
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: En  esta  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  se  tramitó  el 
procedimiento  de  apercibimiento  de  referencia  A/00033/2016,  a  instancia  de 
GENERALITAT  DE  CATALUNYA,  con  Resolución  de  la  Directora  de  la  Agencia 
Española de Protección de Datos por infracción del artículo 5.1   de la  Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de los Datos de Carácter Personal (en lo 
sucesivo LOPD). Dicho procedimiento concluyó mediante resolución R/00795/2016, de 
fecha 15 de abril de 2016 por la que se resolvía requerir a A.A.A. para que  cumpla lo 
previsto en el artículo 5.1 de la LOPD. En concreto se insta al denunciado a justificar que 
ha informado personalmente  a  sus  trabajadores  de la  existencia  de un sistema de 
videovigilancia y de sus finalidades (incluidas la de control laboral).

 Con objeto de realizar el seguimiento de las medidas a adoptar la Directora de la 
Agencia Española de Protección de Datos insto a la Subdirección General de Inspección 
de Datos la apertura del expediente de actuaciones previas de referencia E/01900/2016. 

SEGUNDO: Con motivo de lo instado en la resolución, el denunciado remitió a 
esta Agencia con fecha  de entrada 14 de octubre de 2016, escrito en el que informaba 
a esta Agencia en los siguientes términos: 

- Aporta escritos firmados por cada una de las empleadas del  establecimiento 
donde se informa de la existencia y finalidad del sistema de videovigilancia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección de 
Datos,  conforme a lo establecido en el  artículo 37.d) en relación con el  artículo 36, 
ambos de la LOPD.

II

El presente expediente se apertura para acreditar el cumplimiento por parte de 
A.A.A.  de las medidas acordadas en la resolución de apercibimiento  A/00033/2016, 
respecto al sistema de videovigilancia instalado en el establecimiento con denominación 
comercial “BAR XXXXX”, sito en (C/...1) (BARCELONA)
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 Este respecto el artículo 5 de la LOPD dispone, en su apartado 1, lo siguiente:

  “Los  interesados  a  los  que  se  soliciten  datos  personales  deberán  ser  
previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco:

a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter personal, de la  
finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios de la información.

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que les  
sean planteadas.

c)  De  las  consecuencias  de  la  obtención  de  los  datos  o  de  la  negativa  a  
suministrarlos.

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación  
y oposición.

e) De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su  
representante”.

La  obligación  que  impone  el  artículo  5  al  responsable  del  fichero  sirve  para 
garantizar el derecho de información en la recogida de datos que reconoce la LOPD a 
favor del afectado. 

En el ámbito laboral, el Ordenamiento el Ordenamiento Jurídico Español, regula 
en el Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo de 24 de 
Octubre de 1995, los poderes de Dirección del empresario y es en ése articulado donde 
hallamos la oportuna legitimación.

El artículo 20.3 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET), 
aprobado, por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, dispone que :  “El 
empresario podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia y control  
para verificar el cumplimiento por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales,  
guardando en su adopción y aplicación la consideración debida a su dignidad humana  y  
teniendo en cuenta la capacidad real de los trabajadores con discapacidad”.

Este artículo permite al empresario la instalación de sistemas de videovigilancia 
para  verificar  el  cumplimiento  por  los  trabajadores  de  sus  obligaciones  y  deberes 
laborales. La grabación y visualización de las imágenes deberán respetar su derecho a 
la intimidad, quedando limitadas a las finalidades legítimas reconocidas por el Estatuto 
de los Trabajadores y por la normativa vigente: LOPD e  Instrucción 1/2006,  debiendo 
cumplir  en este último caso adicionalmente las previsiones específicas que sean de 
aplicación.

De todo ello se desprende que el empresario, en este caso la entidad denunciada, 
se halla legitimada para tratar las imágenes de los trabajadores en el ámbito laboral, al 
amparo del artículo 20.3 del ET. Ahora bien, esta legitimación no es absoluta y exige por 
parte  del  empresario  la  obligación  de  informar  de  dicho  tratamiento  a  los 
trabajadores(cumpliendo así con el deber de informar previsto tanto en el artículo 10 de 
la Directiva 95/46/CE como en el artículo 5 de la LOPD.).

Es necesario en este punto diferenciar si la instalación de la cámara en el centro 
de trabajo es una medida de seguridad para proteger la instalación y sus empleados o 
bien es una medida de vigilancia y control del empresario, para verificar el cumplimiento 
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por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales. 

En el primer caso, es decir cuando la finalidad es de vigilancia y protección de las 
instalaciones y personal de la empresa, es necesario el cumplimiento de la LOPD, el 
Reglamento de Desarrollo de la LOPD y la Instrucción 1/2006. Por lo tanto,  debería 
cumplirse, entre otros, el deber de información recogido en el artículo 5 de la LOPD, 
disponiendo  de  distintivos  informativos  de  zona  de  videovigilancia   acordes  a  la 
Instrucción 1/2006 e impresos informativos. 

En el segundo caso,  es decir cuando el  objetivo de la instalación de las cámaras 
va  dirigido  al  cumplimiento  por  los  trabajadores  de  sus  deberes  laborales,  sería 
necesario por parte del empresario, garantizar el derecho de información en la recogida 
de las imágenes, mediante información a los trabajadores del alcance específico que se 
va a dar a las mismas para el control laboral. 

En el  caso que nos ocupa el  denunciado ha remitido a esta Agencia escritos 
firmados por cada una de las empleadas del establecimiento donde se informa de la 
existencia y finalidad del sistema de videovigilancia: control de hurtos dentro del centro 
de trabajo, siendo visualizadas dichas imágenes por el responsable A.A.A..

A la  vista  de  lo  expuesto  se  procede  al  archivo  del  presente  expediente  de 
actuaciones previas, al haberse procedido al cumplimiento de las medidas requeridas en 
la resolución del apercibimiento A/00033/2016.

  
Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado,

Por la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

1. PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

2. NOTIFICAR  la presente Resolución a A.A.A.,  y a  GENERALITAT DE 
CATALUNYA.

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD, en 
la redacción dada por el artículo 82 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, la presente Resolución se hará pública, una 
vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará conforme a lo 
previsto  en  la  Instrucción  1/2004,  de  22  de diciembre,  de  la  Agencia  Española  de 
Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 116 del reglamento de desarrollo de la LOPD aprobado por el Real Decreto 
1720/2007, de 21 diciembre.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la 
LOPD), y de conformidad con lo establecido en el artículo 123 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
los  interesados  podrán  interponer,  potestativamente,  recurso  de  reposición  ante  la 
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el  plazo de un mes a 
contar desde el día siguiente a la notificación de esta resolución, o, directamente recurso 
contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia 
Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición 
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adicional  cuarta  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la  Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa (en lo sucesivo LJCA), en el plazo de dos meses a contar 
desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 
del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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